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                                          Procurador General      
Concepto No. 5715 


Bogotá, D.C., 3 de febrero de 2014
Señores

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF.:
 Demanda de inconstitucionalidad contra un aparte del artículo 124 del Código Civil. 

Accionantes: DIANA CAROLINA QUINTERO, CLARA NATALIA RIVERA ESTUPIÑÁN, JULIETH VIVIANA GONZÁLEZ AMAYA y LISBEY ANDREA SILVA NOVA. 
Magistrado Ponente: MAURICIO GONZÁLEZ CUERVO.

Expediente D-9989 y 9994 (acumulados)
                 Concepto No. 5715
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 242 numeral 2°, y 278 numeral 5° de la Constitución Política, y actuando en mi condición de Procurador General de la Nación, procedo a rendir concepto en relación con la demanda instaurada por las ciudadanas DIANA CAROLINA QUINTERO, CLARA NATALIA RIVERA ESTUPIÑÁN, JULIETH VIVIANA GONZÁLEZ AMAYA y LISBEY ANDREA SILVA NOVA quienes, en ejercicio de la acción pública establecida en los artículos 40, numeral 6º, y 242 numeral 1º de la Carta, demandaron la inconstitucionalidad de un aparte del artículo 124 del Código Civil, cuyo texto se reproduce a continuación subrayando lo demandado:

ARTICULO 124. El que no habiendo cumplido la edad, se casare sin el consentimiento de un ascendiente, estando obligado a obtenerlo, podrá ser desheredado no sólo por aquel o aquellos cuyo consentimiento le fue necesario, sino por todos los otros ascendientes. Si alguno de estos muriere sin hacer testamento, no tendrá el descendiente más que la mitad de la porción de bienes que le hubiere correspondido en la sucesión del difunto. 

1. Planteamiento de las demandas
1.1. Las accionantes del expediente D-9989 acusan el aparte demandado de ser “claramente nugatori[o] de los principios y derechos” contenidos en los artículos 13, 16, 18 y 42 constitucionales, en donde se reconocen el derecho a la igualdad, el derecho al libre desarrollo de la personalidad, la libertad de conciencia, la familia como institución básica y núcleo de la sociedad —así como la manera en que ésta se constituye, sus derechos y los derechos y deberes de sus integrantes—. 

Para justificar lo anterior, en esta primera demanda se arguye que la norma parcialmente demandada “coloca en una clara desventaja a los hijos menores de edad que[,] a causa del matrimonio que se realiza sin consentimiento de sus ascendientes, pueden incurrir en una causal de desheredamiento” cuando, en su criterio, “no debe presumirse una asignación menor, desigual o injustificada respecto a los demás herederos” en el caso en que “el ascendiente fallezca sin dejar expresa su voluntad de desheredar”. 

En este sentido, destacando que la libertad de conciencia es “el principio fundamental para la libre decisión de formar una familia”, advierten que “para que el hijo pueda ser desheredado debe existir la declaración clara y expresa de la voluntad de los padres de hacerlo o no”; a lo que agregan que la norma demandada “también puede generar una potestad desmedida en la autoridad de los padres [de] familia[,] lo que llegaría a ser un efecto y alcance irracional, que le negaría a los hijos su libre desarrollo”. 

1.2. Por su parte, las accionantes de la segunda demanda señalan que respecto de la norma parcialmente demandada no puede predicarse que ya exista cosa juzgada constitucional, en tanto que entienden que en la Sentencia C-344 de 1993, en donde se declaró exequible la misma norma demandada, la Corte Constitucional se limitó a analizar “la exequibilidad del Desheredamiento como Institución del Derecho Civil, más no se abordó lo relacionado con el desheradamiento por abintestato de todos los ascendientes del menor”. 
En este sentido, explican que en su demanda lo que acusan es que hay una “contradicción” en artículo 124 del Código Civil, dado que “su primera parte es una norma facultativa en cuanto a los ascendientes”, mientras su segunda parte “desconoce esa opción y por el contrario impone una sanción, tomando atribuciones que le corresponden al testador en ejercicio de su libertad testamentaria”, asunto sobre el que entienden que la Corte aún no se ha pronunciado.

Hecha esta advertencia respecto de una posible cosa juzgada relativa, las accionantes acusan como vulneradas las normas constitucionales contenidas en los artículos 1, 5, 15, 44 y 45 y 83 Superiores, relativas a la definición de Colombia como un Estado de Derecho, el reconocimiento de la primacía de los derechos inalienables de la familia y de ésta como institución básica de la sociedad, el derecho a la intimidad personal y familiar, los derechos fundamentales de los niños, los derechos de los adolescentes, y la presunción y el deber de la buena fe. 

Para justificar lo anterior, luego de hacer un breve recuento histórico respecto del origen de la institución del desheredamiento, en la demanda se acusa que esta institución se ve desnaturalizada por el aparte demandado del artículo 124 del Código Civil, a la luz de las causales y las condiciones que para esta institución se establecen en los artículos 1266 y 1267 del mismo Estatuto. 

En segundo lugar, las accionantes cuestionan la legitimidad que tenga el hecho de que, dentro de un Estado Social de Derecho, el Legislador se arrogue “la atribución que le corresponde al testador, entendido éste como el ascendiente que debe conceder el permiso o sancionarlo en ejercicio de su libertad testamentaria”. De conformidad con esto, denuncian una “manipulación legal que atenta contra la evolución normal del adolescente, creando un miedo a la imposición de una sanción que aunque su ascendiente no lleva a cabo, la ley subsidiariamente toma”, lo que también interpretan como una violación a la protección especial y formación integral que el artículo 45 Superior establece en favor de los adolescentes, así como un desconocimiento de su dignidad. 

Por estas mismas razones, señalan que la norma demandada también implica una violación de la formación integral a que tienen derecho los niños (artículo 44 constitucional), al mismo tiempo que encuentran vulnerado el reconocimiento constitucional a la familia como núcleo esencial de la sociedad (artículo 5° C.P.) y desconocida la buena fe del testador con respecto a todos sus descendientes, incluyendo al que contrajo matrimonio sin autorización pero que ellas consideran que, probablemente, fue “perdonado” por el testador que guardó silencio al respecto. 

Finalmente, agregan que la presunción o sanción subsidiaria contenida en la norma demandada también es contraria a la autoridad de los padres, quienes señalan que tienen la obligación de proteger, educar e infundir valores a sus hijos, y cuya autoridad advierten que “no ha desaparecido en la familia” actual.    
2. Problema jurídico 

De conformidad con lo anterior, esta Jefatura considera que en el presente proceso corresponde establecer si el artículo 124 del Código Civil, al disponer que el descendiente que contrajo matrimonio sin autorización de alguno de sus ascendientes, en caso de que alguno de ellos no hubiese hecho testamento, tan solo tendrá derecho a la mitad o menos de la porción de los bienes que le correspondiesen en la sucesión, vulnera: (i) la definición de Colombia como un Estado Social de Derecho; (ii) el derecho a la igualdad; (iii) el derecho al libre desarrollo de la personalidad; (iv) la libertad de conciencia; (v) el derecho a la familia, el reconocimiento de su importancia y los derechos de la familia; (vi) el derecho a la intimidad personal y familiar; (vii) los derechos fundamentales de los niños y de los adolescentes; y (viii) la presunción de buena fe.  

3. Análisis constitucional

Antes de entrar a resolver el problema jurídico antes planteado, esta Jefatura considera que de manera preliminar resulta necesario confirmar si, como se dice en una de las demandas, efectivamente lo decidido por la Corte Constitucional en la Sentencia C-334 de 1993 (M.P. Jorge Arango Mejía) no implica que para la norma demandada se haya configurado una cosa juzgada constitucional, como quiera que, en dado caso, resultaría procedente analizar cada uno de los cargos arriba resumidos. 

Según se resume en la primera parte de la Sentencia C-344 de 1993, en la demanda que dio lugar a ese proceso de constitucionalidad se acusaron los artículos 117, 124 y 126 del Código Civil, invocando expresamente como vulnerados los artículos 16 y 42 constitucionales. Además, quien en ese proceso actuaba como accionante también alegaba la violación al derecho a la igualdad (contenido en el artículo 13 Superior) de los hijos desobedientes que se casan, en comparación con los hijos desobedientes que tienen relaciones sexuales. Y, al hacerlo, atacaba todo el artículo 124 del Código Civil, incluyendo el aparte ahora demandado, aduciendo que “la exigencia del consentimiento, y las sanciones que pueden imponerse cuando éste falta, vulneran el derecho del niño, refiriéndose al que está por nacer o al nacido,  a tener una familia, toda vez que el adolescente ‘temeroso de las posibles sanciones sobre su patrimonio futuro decide no contraer vínculos legales’; de esta manera, las normas acusadas  inducen a la desprotección del  niño” (subrayas fuera del texto), es decir, haciendo alusión a los derechos descritos en los artículos 44 y 45 constitucionales.  
Por último, mencionaba otros “derechos constitucionales,] como el de la libertad, la libre conciencia [y] el de la igualdad en la regulación de las distintas familias”, los cuales se señalaba que “no podían ser exclusivos de quienes tienen 18 años”, invocando así también los artículos 18 y 28 Superiores.  
A partir de lo anterior, prima facie es posible advertir que entre aquella demanda y las dos demandas que han sido acumuladas dentro del presente proceso, sí se presenta una identidad de objeto y una identidad de causa, en tanto que en una y otra se demandó el aparte actualmente cuestionado del artículo 124 del Código Civil, y ello con fundamento en lo dispuesto en las normas y en los derechos contenidos en los artículos 13, 16, 18, 28, 42, 44, 45 constitucionales
.
En segundo lugar, se advierte que al pronunciarse sobre aquella demanda la Sala Plena de la Corte Constitucional analizó expresamente la regla contenida en el aparte ahora demandado del artículo 124, sosteniendo que:

“‘[N]o es verdad, como se dice en la demanda, que ‘Los  artículos 117, 124 y 1266, numeral 4, establecen un desheredamiento objetivo, es decir, que se constituye por el simple hecho de haberse casado sin el consentimiento de un ascendiente siendo menor de 18 años...’. Le habría bastado al actor con leer el artículo 1267 del Código Civil
, para tener claro que no sólo es necesario que la causa del desheredamiento se exprese específicamente en el testamento, sino que tiene que haberse probado judicialmente en vida del testador, o probarse por las personas a quienes interese el desheredamiento, con posterioridad a la muerte del testador. En los dos casos, pues, tiene que haber un proceso, en el cual es parte el desheredado”.
Consideración que, a su vez, se confirma cuando en la misma sentencia puede leerse el siguiente apartado: 
“En cuanto a la sanción consistente en no recibir ‘más que la mitad de la porción de bienes que le hubiera correspondido en la sucesión del difunto’", cuando el ascendiente de cuya sucesión se trata no ha otorgado testamento, tampoco es excesiva, ni pugna concretamente con norma alguna de la Constitución. Esta deja a la ley la regulación de la herencia, y, con ciertas limitaciones, permite a unos herederos recibir más que otros, no sólo en virtud del testamento, sino de la misma ley” (subrayas fuera del texto).

Por lo tanto, esta Jefatura concluye que, contrario a los sostenido en la demanda D-9994, en la Sentencia C-344 de 1993 la Corte Constitucional sí se pronunció sobre el aparte ahora demandado del artículo 124 del Código Civil, haciéndolo expresamente sobre el supuesto de hecho allí regulado y señalando por qué el mismo no contradice la Norma Superior.  
En este sentido, se tiene que la Corte ya se ha pronunciado sobre la norma demandada con fundamento en las mismas normas constitucionales invocadas en la demanda D-9989 (artículos 13, 16, 18 y 42 constitucionales) e incluso fundando su decisión en algunas de las normas superiores invocadas como vulneradas en la demanda D-9994 (como es el caso de los artículos 5° y 45), y todo esto no simplemente por razones muy semejantes, sino en realidad idénticas a las ahora aducidas. La pregunta que subsiste, sin embargo, es si (i) el hecho de que el principal reproche de las dos demandas acumuladas (D-9989 y D-9994) ya no sea cuestionar la institución del desheredamiento en su totalidad sino, únicamente, el desheredamiento parcial del que trata el fragmento acusado, y (ii) que en la demanda D-9994 se invoquen otras normas constitucionales adicionales, como el caso de los artículo 1°, 15 y 83 constitucionales, hacen que el precedente citado tan sólo configure para la norma demandada una cosa juzgada relativa y no una cosa juzgada absoluta. 
Para esta Vista Fiscal, la respuesta a esta pregunta es negativa por dos razones:

Primero, porque así como es claro que la Corte ya se pronunció sobre todos y cada uno de los artículos constitucionales invocados por las accionantes de la demanda D-9989 en la sentencia de constitucionalidad citada, también lo es que allí que la Corte adujo tanto razones generales para defender la institución del desheredamiento, en los términos previstos en el artículo 124 del Código Civil, como razones para justificar la exequibilidad del aparte específico que ahora es demandado, señalando que su contenido responde a la libertad de configuración legislativa en materia de herencia. 
Y, en segundo lugar, porque las acusaciones que las accionantes de la segunda demanda hacen contra la norma demandada con fundamento en los artículos 1°, 15 y 83 constitucionales, si bien suponen la mención de artículos constitucionales que no fueron invocados en la demanda que dio lugar a la Sentencia C-344 de 1993, en todo caso parten del hecho de desconocer que en aquella sentencia la misma Corte ya explicó que el desheredamiento es “más una manifestación de la autoridad de los padres, a la cual se refieren los artículos 250 y concordantes del Código Civil, que de la patria potestad”
. 
Incluso, en esa misma sentencia la Corte fue clara en explicar que la exigencia de permiso para casarse al menor de edad no persigue otro objetivo que protegerlo “contra su inexperiencia” (negrillas en el texto original), aduciendo que una prueba de ello era el hecho según el cual, en la norma demandada, se dispusiera que “a falta de los padres, el consentimiento para el matrimonio debe darlo un ascendiente, [aún sin perjuicio de que el mismo] nunca ejerce la patria potestad”. 
Es decir, en esta sentencia se ofrecieron argumentos que desvirtúan las acusaciones de las accionantes según los cuales la norma demandada supondría otorgar una autoridad “desmedida” de los padres o implicarían una especie de usurpación de su autoridad (reproches que, por lo demás, son contradictorios y excluyentes), en tanto que la misma Corte Constitucional ya explicó que el desheredamiento es una institución establecida y permitida exclusivamente en función y en beneficio de los hijos, y de la que pueden hacen uso sus ascendientes o, subsidiariamente, la misma Ley, siempre que se cumplan tres condiciones específicas: (i) que el descendiente se hubiere casado sin el consentimiento de su ascendiente aunque éste le era necesario; (ii) que alguno de sus ascendientes lo hubiese desheredado —lo que necesariamente debe hacerse de manera expresa—; y (iii) que alguno de los ascendientes muriese y no dejara testamento. 

Por lo tanto, es claro que en aquella sentencia la Corte ya precisó que la institución del desheredamiento, atendiendo a su naturaleza y fin, no atenta contra los derechos de los hijos —sean estos niños o adolescentes—, sino que por el contrario los protege, al mismo tiempo que hace valer y respetar la autoridad expresa de los padres, por lo que tampoco vulnera el derecho a la intimidad familiar (artículo 15 Superior) o la buena fe (artículo 83).    
Por razón de lo anterior, esta Jefatura considera que sobre el aparte demandado sí existe un precedente que constituye cosa juzgada y que ahora debe confirmarse o que, en todo caso, ofrece razones suficientes para desvirtuar los reproches ahora elevados contra el aparte demandado.  
5. Conclusión

En mérito de lo expuesto, el Procurador General de la Nación solicita a la Sala Plena de la Corte Constitucional ESTARSE A LO RESUELTO en la Sentencia C-334 de 1993 (M.P. Jorge Arango Mejía), en donde ya se declaró EXEQUIBLE el artículo 124 del Código Civil.. 
De los Señores Magistrados,

ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación

GMR/ABG
� Sea preciso advertir que si bien algunas de las normas aquí citadas, según se desprende del texto de la Sentencia C-344 de 1993, no fueron invocados expresamente por el actor constitucional de ese proceso, en todo caso éstas sí tienen una relación intrínseca y necesaria con los argumentos por él aducidos, e incluso fueron explícitamente mencionadas por la Procuraduría General de la Nación en el concepto que ésta rindió en aquel proceso, en donde el Ministerio Público también solicitó que se declarara inexequible el artículo 124 demandado. Lo anterior prueba y, al mismo tiempo, explica, que todas estas normas efectivamente fueron objeto del análisis que entonces hizo la Sala Plena de la Corte Constitucional.  


� “ARTICULO 1267. <REQUISITOS DEL DESHEREDAMIENTO>. No valdrá ninguna de las causas de desheredamiento, mencionadas en el artículo anterior, si no se expresa en el testamento específicamente, y si además no se hubiere probado judicialmente en vida del testador; o las personas a quienes interesare el desheredamiento no lo probaren después de su muerte. 


Sin embargo, no será necesaria la prueba, cuando el desheredado no reclamare su legítima dentro de los cuatro años subsiguientes a la apertura de la sucesión; o dentro de los cuatro años contados desde el día en que haya cesado su incapacidad de administrar; si al tiempo de abrirse la sucesión era incapaz”.





� Autoridad que, además, en la misma sentencia se precisó que tiene expreso fundamento constitucional (artículo 68 Superior) y no puede ser contraria al derecho a la igualdad (artículo 13 Superior) o al derecho al libre desarrollo de la personalidad (artículo 18 Superior) de los hijos, pues “el derecho a la igualdad ante la ley  no implica que todas las personas tengan los mismos derechos y obligaciones, pues cada uno se encuentra en diversas situaciones jurídicas concretas, determinadas por los hechos o actos jurídicos atinentes a él, o por las relaciones jurídicas en las que es parte”, mientras que el derecho al libre desarrollo de la personalidad “está limitado por los derechos de los demás y por el orden jurídico [como es en] este caso, un derecho [de los padres] derivado de la autoridad que le es propia y que está expresamente consignado en la ley, es decir, en el orden jurídico”.       
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